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LA DEFENSA DE LOS ADMINISTRADOS 
EN EL DERECHO CANONICO 
EDUARDO lABANDEIRA (t) 
l. IN1RODUCCION 
Quizá resulte sintomático que después de veintitrés años de su 
redacción primera, continúen recordándose una y otra vez1 los párrafos 
más significativos de los Principios directivos de la reforma del Códig02, 
en orden a garantizar los derechos e intereses de los fieles frente a la 
Administración eclesiástica: que «el uso de la potestad en la Iglesia no 
puede ser arbitrario» y que «a todo fiel le deben ser reconocidos y tute-
lados sus derechos» (n. 6); que «conviene aplicar en Derecho canónico el 
principio de la tutela jurídica de igual modo a superiores y súbditos» sobre 
todo en materia de Administración eclesiástica; que «faltan no poco los 
recursos administrativos en la praxis eclesiástica»; que «por todas partes 
se siente la necesidad de organizar en la Iglesia tribunales administrativos 
(t) N.R.: Estaba a punto de aparecer este número de «Ius Canonlcum», 
cuando tras una larga enfermedad, falleció en Pamplona el Prof. Laban-
delra. El trabajo que ahora publicamos con especial afecto fue redactado 
por el autor durante sus 6ltlmos meses de vida, siendo ya consciente de la 
Inminencia de su muerte. Descanse en la Paz de Dios. 
1 . El propio Pontífice Juan Pablo n, en su discurso a la Rota Romana en la solemne 
inauguración del año judicial de 1990 (<<L'Osservatore Romano», 19.1.90) recordaba de 
nuevo «quella sorta di decalogo di principi, approvati dalla Prima Assemblea del Sinodo dei 
Vescovi nel 1967 e succesivamente fatti propri dal Legislatore» (n. 3). 
2. Vid. Principia qwae Codicis ¡"ris Canonici recognitionem dirigant, en «Com-
municationes» 1 (1969), pp. 77-85. 
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según grados y especies para que la defensa de los derechos tenga su 
propio procedimiento, que se desenvuelva ante las autoridades de diverso 
grado» (n. 7). 
y estas citas se reiteran siete años después de la promulgación del 
nuevo Código, unas veces como simple dato histórico, pero otras porque 
se piensa que no se cumplieron tales previsiones, que pueden quizá 
calificarse de excesivamente optimistas. No obstante, según el mismo 
documento, esos principios están basados «en los Decretos del Vaticano 
11 y en el tesoro de leyes y jurisprudencia formado en la Iglesia en el 
decurso de los siglos» (n. 1). Así pues, una opinión que conviene 
abandonar es la de que la interposición de un recurso jurídico contra el 
acto de un superior suponga una amenaza contra la ley moral o contra la 
communio eclesia13. «Es verdad -recuerda Juan Pablo II a los auditores de 
la Rota Romana4- que en lo posible se evitan los procesos. Sin embargo, 
en determinados casos, son exigidos por la ley». «Además el justo 
proceso es objeto de un derecho de los fieles (cfr. can. 221) y constituye 
al mismo tiempo una exigencia del bien público de la Iglesia». De otra 
parte conviene tener en cuenta que «del carácter pastoral del derecho de la 
Iglesia participa también el derecho procesal canónico »5 . Así pues, 
conviene evitar los conflictos personales entre superiores y súbditos (c. 
1733, § 1), pero ello no implica la «conveniencia» de que el inferior 
renuncie a sus derechos o intereses, como alguna vez se ha llegado a 
decir. 
La práctica de los recursos en la Iglesia nos es poco conocida, lo cual 
en sí mismo es un dato que juzgamos negativo para la existencia de 
justicia en su seno. Muy pocos son los recursos contencioso-
admininistrativos publicados por la Signatura Apostólica, pese a las 
promesas de hacer una publicación periódica con las decisiones y 
sentencias. Tal situación, junto con la inexistencia de tribunales inferiores, 
retrae a los posibles recurrentes. Todo esto se acentúa aún más al hablar 
de la vía administrativa. 
3. Sobre la conveniencia y necesidad del recurso contencioso-administrativo en la 
Iglesia puede verse E. LABANDEIRA, Tratado de derecho administrativo canónico, Pamplona 
1988, pp. 675-680. 
4. Disc"rso, cit., n. 3. 
5. Ibidem. 
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Por ello nos alegramos de que al menos se haya dado a conocer el 
Decreto definitivo cuyo texto hemos antepuesto a lo aquí escrit06, y que 
nos permitirá hacer algunos comentarios que pretendemos sean una mo-
desta aportación a la constitución de una doctrina útil en el ámbito de la 
justicia administrativa de la Iglesia. 
La decisión del Tribunal resuelve sobre la admisión o inadmisión del 
recurso contencioso-administrativo, con base en el tema de la admisibili-
dad del precedente recurso jerárquico. Se discute si el Comité recurrente 
tenía y tiene capacidad procesal y legitimación activa7• Téngase en cuenta 
que la causa se ventila mientras todavía rige la consto Regimini EccIesiae 
universae de Pablo VI, es decir, cuando aún no se ha promulgado la 
const. Pastor bonus de Juan Pablo 11; pero ya está en vigor el Código de 
Derecho Canónico de 1983. 
Iremos haciendo el comentario de las diversas cuestiones en el mismo 
orden en que surgen de la lectura del documento. 
11. CUEsTIONES 
1. El objeto del recurso contencioso-administrativo 
Como es sabido, la Regimini EccIesiae universae instituye el recurso 
jurisdiccional ante la Sección 21 de la Signatura Apostólica adversus deci-
sionem competentis dicasterii (art. 106), contra la decisión del dicasterio 
competente tanto si el asunto tiene su origen en el dicasterio mismo (acto 
administrativo primario), como si ha llegado a él por un recurso jerárquico 
(acto administrativo secundario). 
En el presente caso -según la Species facti, n. 1- el conflicto surge 
por un decreto del Arzobispo, del año 1978, que determina la execración 
y demolición de una iglesia parroquial. Contra tal decisión se forma un 
«Comité» constituido por fieles que se proponen salvar dicha iglesia 
abierta al culto; para ello presentan -se dice- a la Congregación para los 
6. Fue publicado en «Communicationes» 20 (1988), pp. 88-94, así como en otras 
revistas. 
7 . En realidad el Pleno de la Signatura resuelve sobre si el rechazo del recurso por el 
Congreso de ese mismo tribunal es legítimo o no. Pero ese hecho no modifica nada nuestro 
planteamiento. 
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clérigos una instancia, la cual «parece» (visa est) haber sido acogida 
favorablemente. Nueve meses después, la Congregación cambia de 
parecer «movida por las razones comunicadas oralmente por el Obispo», 
y deja a éste en libertad para actuar según su conciencia. Por todo ello, 
el Ordinario contrata con una empresa la demolición de la iglesia 
y la subsiguiente enajenación del solar. Posteriormente, en sede 
jurisdiccional, el Promotor de justicia «comprueba los precedentes 
recursos jerárquicos». 
La lectura de estos textos produce cierto asombro, y pennite obtener 
una prueba de la poca claridad con que funciona la vía administrativa. En 
efecto, no se sabe a ciencia cierta si hubo recurso o instancia, ni cuántos. 
Si se trata de lo primero, no se entiende cómo con posterioridad se revoca 
un decreto cuyo contenido crea situaciones jurídicas subjetivas, movido el 
dicasterio por unas razones que le son expuestas en forma oral· y reser-
vadamente. Además sus decisiones las comunica por carta, al parecer sin 
consignar debidamente la motivación que pennita razonar el recurso 
posterior, exigida por el c. 51: «El decreto ha de darse por escrito, y si se 
trata de una decisión, haciendo constar los motivos, al menos suma-
riamente». 
No sabemos tampoco cuál es el contenido y la naturaleza de esas 
decisiones de la Congregación. Nos parece que lo adecuado hubiera sido 
que juzgara sobre la admisión o rechazo del recurso, en vez de dejar el 
asunto a la prudencia y conciencia del Arzobispo. Fruto de esta falta de 
claridad es la afirmación de la Signatura según la cual en el contencioso-
administrativo el Comité de fieles recurrió adversus decisionem Em.mi 
Archiepiscopi, expresse permissam litteris Congregationis. Nos penniti-
mos preguntar si el objeto del recurso contencioso-administrativo puede 
ser el acto del Arzobispo como aquí se dice, o tiene que ser un acto del 
dicasterio, como dice el art. 106 de la REU. La lectura atenta de la Species 
facti es fuente de éstas y otras dudas que debieron evitarse. 
Pensamos que en la trayectoria de este recurso jerárquico se infringen 
multitud de normas sustanciales y procedimentales (entre otras los cc. 
1732-1739). Todo ello supone una quiebra de la justicia y de la legitimi-
dad, de la seguridad jurídica y de las debidas garantías de procedimiento, 
establecidas como uno de los derechos fundamentales del fiel por el 
c.221 § 1. 
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2. Consulta de la Signatura Apostólica a la Pontificia Comisión de 
interpretación 
Una vez interpuesto el recurso y constituidas las partes, el abogado 
de la administración pública interpone una excepción perentoria. No 
sabemos de qué administración se trata: ¿del prelado o del dicasterio? Ya 
hemos visto que subsisten dudas sobre cuál sea el objeto del recurso. Sin 
embargo el objeto de la excepción es razonable: falta de capacidad y de 
legitimación por parte del recurrente. 
Se sobreentiende -o debe sobreentenderse- que tal defecto se sitúa en 
el marco del recurso contencioso-administrativo, y constituye en él un 
motivo de inadmisión. Es, pues, extraño que la pregunta que la Signatura 
dirige a la Comisión de interpretación' se refiera al recurso jerárquico, 
cuestión que en ese momento procesal no debiera plantearse. 
La razón de la consulta de la Signatura a la Comisión es que la cues-
tión planteada constituía una res omnino nova. Ahora bien, incluso si se 
trata de una cuestión novedosa, disentimos de este modo de proceder. Es 
importante que tanto superiores como tribunales vayan planteándose 
cuesti<mes aún no estudiadas, sobre todo en el ámbito del Derecho admi-
nistrativo, que carece de desarrollo te6rico-práctico. Convendría ir formu-
lando y revisando principios, para que la actuación de todos sea másjusta 
y razonable sin merma alguna del carácter sobrenatural y de la constitu-
ción jerárquica de la Iglesia. Nos parece preferible que los tribunales-y 
con más razón si se trata del Supremo- cumplan su función propia de in-
terpretar las leyes (c. 16 § 3) construyendo una doctrina jurisprudencia! 
que pueda evolucionar de acuerdo con las situaciones cambiantes, en lu-
gar de solucionar casos concretos acudiendo a una interpretación autén-
tica, que tiene menos razón de ser en cuestiones contingentes y que podría 
coartar la defensa de unos legítimos intereses, del mismo modo que aque-
lla tan conocida respuesta de 1971 impidió la defensa de los derechos 
subjetivos mediante el recurso contencioso-administrativ09• 
8. Ver la Respuesta en AAS 90 (1988). Ha sido comentada, prestando atención 
prevaIente a otros aspectos, por P. TOCANEL, en «Apollinaris» 61 (1988), pp. 636-637; 
P.A. BONNET, en «Periodica» 78 (1989), pp. 261-268. 
9. Vid. Resp. 111.1971, en AAS 68 (1971), p. 329. Sobre el tema cfr. E. LABANDEIRA, 
El objeto del recltlTso cOfllencioso-administrativo en 14 Iglesia J los derechos subjetivos. en 
«Ius CanonicUffi» 40 (1980), pp. 157 ss. 
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Cabe pensar que en el caso presente hay una laguna legislativa (c. 
19), que se debe colmar acudiendo a los casos semejantes, a los princi-
pios generales del derecho, a la jurisprudencia y la praxis. Este camino 
que deben recorrer sin miedo los tribunales -y con más razón la 
Signatura10-, adoptando soluciones discutibles, es enriquecedor y 
vivificante; en cambio el otro es un obstáculo para la reflexión científica y 
para el progreso de la doctrina jurisprudencia!. 
Además, no podemos soslayar en estos comentarios el hecho de que 
una misma persona, que en su doble calidad firma tanto la respuesta como 
el Decreto, sea el Ponente de la causa y el Presidente de la Comisión 
Pontificia de Interpretación. Dicho sea con todos los respetos, esto no 
favorece en absoluto la independencia ni el prestigio de las instituciones 
jurisdiccionales. 
La Signatura plantea la pregunta de si el Comité goza de legitimación 
activa para interponer el recurso jerárquico. En realidad, como hemos 
adelantado más arriba, debería haber preguntado respecto al contencioso-
administrativo, pues se está discutiendo la admisión de este recurso; y 
más que hacia la legitimación, la pregunta habría que orientarla hacia la 
capacidad procesal. Como se entremezclan ambas cuestiones, procurare-
mos aclarar en cada caso a cuál de ellas nos referimos. 
Cuando hubo conocimiento del proyecto del Ordinario, se constituyó 
por fieles contrarios a esa decisión un «Comité para salvar la iglesia 
parroquial de S.E. de A.». Parece que este Comité tenía personalidad 
jurídica civil, pero no canónica, ni siquiera sus estatutos habían sido 
sometidos a reconocimiento a tenor del c. 299 § 3. 
Ignoramos si se pretendió en algún momento la erección canónica o al 
menos la revisión de estatutos y fue denegada por el Ordinario contra 
cuyo decreto pretendían ir. En esos casos -como en los ordenamientos 
civiles- podría recurrirse de igual manera y en virtud de un principio 
semejante al del silencio administrativo (c. 57). También es discutible si 
los fines de un tal Comité -quizá defender unos intereses que se pre-
tendían legítimos- pueden considerarse comprendidos dentro de las obras 
10. El c. 19 señala el valor peculiar que posee la jurisprudencia de la Signatura 
Apostólica. No hay que olvidar, en este contexto, la función de vigilancia sobre la recta 
administración de justicia que asigna a este Supremo Tribunal la consto ap. Pastor boruIs (cfr. 
arts. 121 Y 124, IV). 
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de piedad, apostolado y caridad del c. 114. ¿Tendrían cabida aquí los 
fines de justicia? 
Con estas salvedades, es indudable por lo demás que el Comité 
carecía tanto de capacidad jurídica como de capacidad de obrar en Derecho 
Canónico. La primera comporta la capacidad para ser titular de derechos y 
deberes; la segunda significa que los actos de la persona tienen eficacia 
jurídica. En tales condiciones, el recurso no debía ser admitido, como así 
se hizo. Sólo cabía recurrir en ese caso como fieles individuales, ya fuera 
separados o conjuntamente (en litisconsorcio). 
3. Úllegitimación para recwnr 
Pero la Sección 21 no se detiene en la consideración de la incapacidad 
jurídica y de obrar. Pasa además a examinar la legitimación activa 
necesaria para recurrir (In iure, nn. 3, ss.), que niega en el caso presente, 
y que negaría aun en la hipótesis de que los recurrentes tuvieran capacidad 
procesal (n. 7). 
a. Úllegitimación activa en algunos paises 
Este tema de la legitimación activa está en plena efervescencia en 
muchos ordenamientos civiles. Es clara la quiebra de la concepción 
liberalconstitucional y administrativa, no menos que la insuficiencia de los 
remedios tutelares clásicos, que únicamente protegían una igualdad fonnal 
de los ciudadanos. Considerar defendibles los intereses únicamente 
cuando constase una titularidad individual ha sido siempre causa de 
desigualdad. El fenómeno de la socialización, que tan maravillosamente 
ha descrito Juan XXIII en la Enc. Mater et Magistra, trajo como 
consecuencia -según el Santo Padre- «numerosas ventajas y beneficios» y 
«permite que se satisfagan mejor muchos derechos de la persona humana, 
sobre todo los llamados económico-sociales, los cuales atienden 
fundamentalmente a las exigencias de la vida humana: el cuidado de la 
salud, una instrucción básica más profunda y extensa, una formación 
profesional más completa, la vivienda, el trabajo, el descanso conveniente 
y una honesta recreación»ll. 
11. JUAN XXIII, Ene. MaJer el Magistra, 15.V.1961, U 59-61. 
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Estas palabras conservan todo su valor al cabo de treinta años. Hoy 
Juan xxm habría hablado también de calidad de vida, del medio am-
biente y de ecología, como lo hace Juan Pablo 1112• 
Pues de estas cuestiones se ocupan en la actualidad la doctrina y la 
jurisprudencia civiles, aunque la legislación vaya un poco por detrás. Hay 
una conciencia clara de que los derechos e intereses que corresponden a 
un titular individualizado deben ser defendidos; pero son cuantitativa-
mente pocos en comparación con los intereses sociales, colectivos, pro-
fesionales, de grupo, que merecen también ser amparados por el Derecho; 
y se piensa que este proceso que va realizándose constituye un progreso 
indudable en la defensa de la sociedad. 
Brevemente nos referiremos a estas tendencias en algunos países. En 
los anglosajones13 el origen parece estar en el antiguo bill 01 peace del 
derecho inglés, que permite a algunos individuos accionar en interés de un 
vasto grupo indeterminado. En los EE. UU. hay variedad de acciones 
desde 1938 y sobre todo desde la promulgación de la Rule 23 en 1966. 
Existen unas class actions, acciones de clase o grupo (accionista, 
consumidor, etc.), que pueden ser ejercitadas por un solo interesado en 
favor de todos. Las public interest actions permiten solicitar la 
intervención judicial en temas de salud o de prevención de daño público, 
en favor de grupos marginados, etc. Se refieren a cuestiones sobre 
intereses reales del grupo. Por último las relator actions permiten a un 
particular actuar como representante de una función pública, cuando el 
verdadero representante no existe o es remiso en defender el interés 
general. 
En Francia la jurisprudencia se ha mostrado muy liberal al interpretar 
el requisito del interés directo y personal para poder interponer un re-
curso. Individualmente se puede invocar un interés aunque no sea propio 
y exclusivo, sino que beneficie también a una colectividad a la que se 
pertenece (municipio, departamento, religión, sindicato, asociación profe-
sional). Así cabe impugnar los actos que afectan a las fmanzas del mu-
nicipio, a su salubridad, a la red viaria y cementerios; o impugnar nuevos 
12. JUAN PABLO n, Mensaje para la JorMda MlUldial de la Paz, 8.XII.1989, en 
«L'Osservatore Romano» 10.XII.1989. 
13. Cfr. M. LoZANO-HIGUERO, La protección procesal de los ÍlIlereses difusos, Madrid 
1983, pp. 243 ss.; R. FEDEIUcI, Glí ÍIIleressi diffusí, Padova 1984; V. VIGORm,/nteressí 
collettivi e processo, Milano 1979, pp. 252 ss. 
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impuestos; o que recurran fieles y ministros contra las medidas que 
afectan a los lugares del culto o a la religión. 
Colectivamente se aplican idénticos principios cuando la colectividad 
mÍsma dotada de personalidad jurídica (asociación profesional, unión, 
sindicato) actúa en defensa de los intereses para los que fue constituida, 
sin necesidad de justificar un interés estrictamente personal. Incluso a 
veces se ha reconocido la legitimación activa a asociaciones no declaradas 
(carentes de personalidad moral)14. 
En Italia el planteamiento es semejante, aunque los logros son más 
lentos1s• En principio se requiere por ley la existencia de un derecho 
subjetivo o de un interés legítimo (sea un derecho debilitado o un interés 
ocasionalmente protegido) que sea actual y personal; pero esto supone una 
gran restricción. Por eso, además de ampliar los intereses individuales, la 
doctrina considera la defensa de los intereses colectivos (de grupo, aso-
ciación, religión, etc.) que en algunos casos la ley pennite que se lleve a 
cabo colectivamente. En cuanto a los llamados intereses difusos, pertene-
cientes a una pluralidad indetenninada de sujetos (contaminación, medio 
ambiente, calidad de vida, etc.), se trabaja para lograr que el Estado-
institución no sea considerado el único cuidador o representante exclusivo 
de tales intereses, sino que intervengan las comunidades intermedias que 
velen por ellos y sean capacitadas para recurrir, cosa que de momento no 
sucede. 
En España16 1a acción pública, en el ámbito administrativo, está re-
conocida en pocos casos por la ley. En los demás, el arto 23 de la Ley de 
procedimiento administrativo requiere la existencia de un interés legítimo, 
personal y directo17, en forma que imita a Italia. Sin embargo la interpre-
tación jurisprudencial de la ley se ha ido flexibilizando, hasta el punto de 
14. DEBBASCH, Contentieux administratif, Paris 1981, pp. 732 SS.; RIVERO, Droit 
administratif, Paris 1987, pp. 294 ss. 
15. Cfr. S. CASSARINO, 11 processo amministrativo nella legislazione e nella giurisprll-
denza, 1, Milano 1984, pp. 605 SS.; CANNADA-BARToLI,/nteresse (diritto amministrativo), 
en «Enciclopedia del Diritto»; SANDULLI, Manllale di diritto amministrativo, 2, Napoli 
1982, pp. 1066 ss. 
16. Cfr. E. GARCIA DE BNTEIUUA-T.R. FERNANDEZ, Curso de derecho administrativo, n, 
Madrid 1981, pp. 532 SS.; J. GoNZAUZ PEREZ, Los recursos administrativos y económico-
administrativos, Madrid 1975, pp. 129 ss.; STS de 25 abril 1989 (Aranzadi. 3233). 
17. Esta f6rmula, más restrictiva que la anterior del contencioso-administrativo: «los 
que tuvieren interés directo» (UCA, arto 28.1, a), fue «rechazada» enseguida por la jurispru-
dencia y la doctrina. Las razones las veremos luego. 
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que se aprecia un interés individual por razones de competencia econó-
mica, profesionales, de carrera, de vecindad, etc., o apoyándose en textos 
de la Constitución. 
Además, el carácter directo del interés no impide a la jurisprudencia 
considerar legitimados a los Colegios Oficiales, Sindicatos, Cámaras, 
Asociaciones y demás entidades constituidas legalmente para velar por 
intereses profesionales o económicos, para actuar como sustitutos de sus 
miembros en defensa de esos intereses o derechos. 
y en un fenómeno inverso, se admite también que uno de los miem-
bros se subrogue en la representación de todos, aun sin interés personal. 
Así en Navarra, contra los actos y acuerdos de las entidades locales pue-
den recurrir en alzada ante el Tribunal Administrativo «los vecinos, aun-
que no les afecte personalmente el acto oacuerdo»ll. 
De una visión panorámica de los sistemas expuestos y de otros 
semejantes, se deduce que el interés suficiente para la legitimación es cada 
vez más amplio. Sólo en Italia, a causa de una legislación que viene de 
antiguo, se califica a ese interés de legitimo, lo cual equivale a convertirlo 
en una situación jurídica subjetiva de la que el recurrente es titular19; y esto 
supone identificarlo en buen número de casos con el derecho subjetivo, 
aunque sea debilitado. En cuanto ajos calificativos de personal y directo, 
también se pone énfasis en que no hay que interpretarlos de modo 
estricto, sino flexible: aun siendo personal, un interés puede ser común a 
un conjunto de personas; y el carácter directo significa que el interés 
lesionado está relacionado directamente con el acto que se impugna. 
b. Legitimación activa en el Derecho Canónico 
Respecto al recurso jerárquico, el único texto legislativo sobre esta 
materia es el c. 1737 del actual Código, en el cual se tratan dos cuestiones 
relacionadas: la legitimación del recurrente y la causa o motivo para 
18. Decreto que desarrolla la Ley Foral de Administración local. A la espera de la 
publicación ofIcial, puede verse la norma en «Diario de NavIITa», 22.X.I990, p. 66. 
19. Sobre la superación de la construcción italiana (derecho subjetivo-interés legítimo) 
vid. J. LLOBELL, Associazioni Mil ricOMsciute e flUlZiorae gilUliziarÚl, en «Monitor 
Ecclesiasticus» 113 (1988), pp. 379 SS.; Y también OUVERO, Su le problime d", droit 
sMbjectif d4ns le Droit CanoniqMe, en «Ephemerides Iuris Canonici» 4 (1947), pp. 577 ss. 
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recurrir, a las que se señalan contenidos de gran amplitud. Dice el c. 1737 
§ 1: 
«Qui se decreto gravatwn esse contendit, potest ad superiorem 
hierarchicwn eius, qui decretwn tulit, propter quodlibet iustwn motivwn 
recurrere». 
De aquí podríamos deducir que goza de legitimación el que se siente 
lesionado por un acto administrativo, o como hemos dicho en otra oca-
sión20, que coincide la legitimación con «el interés personal lesionado». 
Gangoiti trata la cuestión en profundidad fijándose sobre todo en la 
existencia de justo motivo21 • Nosotros, sin negar que tal motivo deba 
existir, pensamos que ésa es más bien la cuestión de fondo, mientras que 
la legitimación activa viene a coincidir con la expresión «el que se 
considere peIjudicado». 
Aquí conviene hacer una precisión importantísima: no basta sentirse 
peIjudicado, como podría parecer que dice el canon, ya que esto llevaría a 
afirmar la suficiencia de una simple motivación psicológica para recurrir. 
Pero tampoco es preciso que el Superior compruebe objetivamente a 
limine la lesión, definiendo sus cualidades. Aquí es donde, en nuestra 
opinión, ha errado la respuesta de la P. Comisión, que considera legi-
timadas a las personas «con tal que verdaderamente hayan sufrido peIjui-
cio», otorgando al juez22 incluso poder discrecional para apreciar esa 
lesión, sin que se requiera la «certeza moral» del c. 1608. El comprobar 
tal extremo pertenece al fondo de la cuestión, no a la legitimación, que es 
un requisito previo para entrar a examinar el fondo, y que no puede, por 
tanto, supeditarse a esa exigencia. 
Lo que la legitimación requiere es esto: que de los hechos aducidos 
por el recurrente se deduzca la lesión, al menos de modo provisional, 10 
cual será apreciado por el superior -o el juez en su caso- a primera vista, 
sin penetrar en el fondo del recurso. 
20. E. LABANDEIRA, Tratado ... , cit., p. 622. 
21. Cfr. B. GANGOm, De üue standi in jlldicio administrativo hierarchico et in altera 
SectiOfll! Signatll1'ae Apostolicae laicorwn paroecialiwn contra decretwn episcopi, qui denw-
litiOfll!m paroecialis ecclesiae decernit, en «Angelicum» 65 (1988), pp. 405 ss. 
22. La respuesta, que versa sobre el recurso jerárquico, habla, en efecto, del juez -que no 
interviene-, cuando debería referirse al sllpuior, que es quien resuelve el recurso jerárquico. Es 
una manifestación más, a nuestro juicio, de lo inadecuado de provocar una respuesta auténtica 
adcaswn. 
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Volviendo al c. 1737, esa fónnula amplia pennitió a los admi-
nistrativistas abrigar grandes esperanzas sobre una también amplia 
defensa de intereses en Derecho Canónico, sin necesidad de luchar tanto 
como en los sistemas civiles. Mas el decreto de la Signatura que 
comentamos va sumando paso a paso calificativos al interés hasta llegar a 
seis: «propter laesum interesse personale, directum, actuale, in lege 
fundatum et proponionatum» (n. 5, infine)23. 
Así, cabría pensar que el problema de los recursos en la Iglesia ya no 
es la defensa de derechos e intereses, que son muchos y muy importantes, 
sino cómo soslayar el difícil escollo de la legitimación. Tanto es así, que 
el derribo de una iglesia parroquial, que afecta a diversos bienes y que se 
decide mediante un procedimiento al menos cuestionable -en lo que de él 
conocemos-, se lleva a cabo por la simple razón de que no hay nadie 
legitimado para oponerse24• 
La fónnula del decreto antes expuesta es muy difícil de explicar, y a 
nuestro juicio hubiera debido ser abandonada por la jurisprudencia cuanto 
antes, ya que acumula, para un simple recUrso jerárquico -no se olvide 
que el dubium se plantea para la interpretación auténtica en ese ámbito-, 
un número de dificultades que restringe drásticamente la posibilidad de 
recurrir. Pero, lamentablemente, pronto pudo comprobarse que la doctrina 
sentada había hecho fortuna: la misma Sección 21 un año después 
recordaba el decreto que comentamos y su fónnula para aplicarla en otro 
decreto y denegar nuevamente la capacidad de recurrir25• 
c. Los derechos de los fieles a su parroquia 
Pasando a otra cuestión, importa dilucidar si los recurrentes tienen 
derechos que se puedan ver lesionados por la execración y derribo de la 
iglesia parroquial, pues en tal supuesto la legitimación y la cuestión de 
fondo coincidirían. 
23. Estando ya en pruebas de imprenta este artículo, ha aparecido el trabajo de P. 
MONETA, I soggetti nel gilUlizio anuninistrativo ecclesiastico, en lA giMStizia amministra-
tiva nellll Cltiesa, Cita del Vaticano 1991. Moneta analiza con precisión las características 
que se asignan al interés legitimador (cfr. pp. 6S ss.).s 
24. Téngase en cuenta que el decreto niega la legitimación activa en este caso, aun en el 
supuesto de que los recurrentes tuvieran capacidad procesal (cfr. n. 7). 
25. Cfr. STSA, Decr. de causa cincinnatensi, 26.1.1990, en «Notitiae» 26 (1990), 
p.144. 
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Es cosa sabida y de la que hemos tratado, que en Derecho Canónico 
no se ha pretendido distinguir entre derechos e intereses, y que se ha 
hablado sólo de derechos hasta época muy reciente; en parte porque este 
concepto era entendido en sentido amplio (como en otros sistemas), y en 
parte porque no existía un recurso contencioso-administrativo. En 
cualquier caso es generalmente admitido que el recurso por interés ha 
permitido ampliar la base de la defensa de los «intereses» (en general) de 
los ciudadanos o de los fieles. 
El Patrono del recurrente (n. 7a) alega la lesión de muchos derechos, 
contenidos en los cc. 209, 213, 214, 217, 222, 225 y 229, entre otros. 
Se trata -decimos nosotros- de derechos fundamentales, es decir, 
exigibles pro omnibus yerga omnes; y bastaría un poco de imaginación 
jurisprudencial para ver su vertiente contencioso-administrativa, es decir, 
las lesiones a los derechos de los fieles que pueden poner de manifiesto. 
¿No es posible detectar en el caso presente ni siquiera un perjuicio para 
los fieles? Sin embargo se niega en el Decreto que exista lesión alguna 
para los fieles. 
El P. Oangoiti, indudablemente a la vista del presente Decreto, 
sostiene que a los fieles, por ser tales o por ser parroquianos, compete 
algún «fragmentum iuris»: parte este autor de los documentos del Conc. 
Vaticano II (LO, AA, etc.) y concluye en varios cánones del Código (cc. 
221,223,228,275,515, etc.) relativos a la situación del fiel en la Iglesia 
y a su misión en la parroquia, en las acciones litúrgicas y en las 
oblaciones pecuniarias26• Es indudable que el Derecho Canónico debe 
mostrar que se dirige a una Iglesia viva, cuyos miembros lo son del 
Cuerpo de Cristo, vivificados por el Espíritu Santo. 
Para concluir este apartado, queremos añadir aún unas breves refle-
xiones personales sobre la parroquia y sobre la iglesia parroquial. De la 
parroquia dice entre otras cosas el c. 515 que es «cierta comunidad de 
fieles», y que «tiene personalidad jurídica». Es decir, se trata de una 
comunidad capaz de derechos y obligaciones, y no sólo capaz, sino 
también sujeto (cc. 113, 114). Y uno de los bienes de la parroquia, el 
primer bien material en orden a su fm, es la propiedad de la iglesia 
parroquial. Así pues, esa comunidad deberá cuidar y defender su iglesia: 
tiene el derecho y el deber de hacerlo. 
26. Cfr. B. GANoom, O.C., pp. 393 ss. 
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Esto es lo que se llama un derecho colectivo, o derecho de ~na 
persona jurídica ¿Quién ha de defenderlo? La misma comunidad por 
medio de su representante legal que es el párroco (c. 532). Tenemos 
ejemplos de defensa de los bienes parroquiales por el párroco frente al 
Obisp027. Ello no es óbice para que legítima y oportunamente el obispo 
pueda expoliarlos; pero no será porque no exista propiamente un derecho, 
sino porque en determinadas condiciones cede ese derecho -que no es 
absoluto e incondicionado- ante la actuación legitima de la autoridad. 
En el caso de que no exista párroco o sustituto los derechos o 
intereses podrán ser ejercitados por cualquiera de la colectividad. Esto 
último sucede en algunos sistemas, como hemos visto, y es razonable que 
así sea para que los derechos no queden desamparados. 
Otro canon cuya consideración resulta interesante es el 1214, que 
defme una iglesia como «un edificio sagrado destinado al culto divino, al 
que los fieles tienen derecho a entrar (ius est adeundi) para la celebración, 
sobre todo pública, del culto divino». 
Podría ponerse en duda que este canon pretenda realmente reconocer 
un derecho a cada fiel (en este caso al menos a los de la parroquia), pero 
no hay motivo alguno para entender el texto legal de modo distinto del 
literal; con más razón si se piensa que el Código no es pródigo en la 
concesión de iura concretos a los fieles. 
En este sentido, quizá resulte ilustrativo ver cómo dilucidaron la cues-
tión los redactores del Código ante una propuesta de que se suprimiera el 
término ius: «Suggestum est ut in can. 8 non dicatur de «iure» fidelium 
adeundi ad ecclesiam, propter abusus et contestatione quae evenire 
possent. Consultoribus non videtur difficultatem urgeri posse, quia omne 
ius ad normam iuris exercendum est et ideo repelli semper possunt abusus 
et contestationes. Attamen alia accedit ratio sustinendi illud verbum «ius», 
quia scilicet distinctio inter ecclesias et oratoria in novo iure provenit ex eo 
quod fideles habeant vel non habeant ius illa adeundi»28. 
27. Cfr. E. LABANDEIRA, El objeto del recurso ... , cit., pp. 60 s. y 165. Se trataba del re-
curso de un párroco (vid. P.V. PINTo, La giustizia amministralillQ del"" Chiesa, Milano 1977, 
pp. 300-304) contra la sustracción de un edificio parroquial. En un tiempo en que no se admi-
tía la tutela de los derechos -por una mala interpretación del arto 106 de la REU-, el Tribunal 
reconoció legitimación activa al párroco y le dio la razón por vicio de procedimiento. 
28. «Conununicationeslt 12 (1980), p. 333. 
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d. Un argumento del Tribunal contra la legitimación (n. 7be) 
Como se trata de destinar una iglesia a uso no sórdido -dice el 
decreto- hay que aplicar el c. 1222 § 2, que, según el Tribunal, requiere 
estas dos condiciones: 
- el consentimiento de los que tienen derechos sobre ella; 
- que no sufra detrimento el bien de las almas. 
A lo primero argumenta que no ofrece problema alguno, porque esos 
derechos suelen proceder de la fundación o de la edificación de la iglesia, 
y se sobreentiende que quienes podían ser titulares de tal derecho ya han 
muerto. A lo segundo, que el interés es tan pequeño y tan extendido que 
no merece consideración jurídica29• Por tanto -dice- los recurrentes (y los 
demás fieles) carecen de legitimación activa. Aquí parece que se confunde 
el bien de las almas con el interés legítimo. Pero fijémonos en el canon 
citado, cuya lectura serena permite llegar a la conclusión de que hay que 
hacer lo posible para conservar una iglesia. 
e) El verdadero sentido del c. 1222 
El Decreto argumenta sobre el caso supuesto o hipotético de que el 
Comité recurrente tuviera capacidad procesal (n. 7)30, y se pregunta si 
29. Quizá sea ilustrativo señalar que existen casos en que la S.C. Concilii ha reconocido 
sin ambages legitimación al pueblo de una parroquia para ser parte en la sustanciación de 
recursos sobre temas parroquiales. Cfr., sólo a título de ejemplo, la causa Adrien., de 
18.XII.I773, resuelta el 22.1.1774 (ThesallrllS Resollltionllm S. C. Concilii, t. 42, pp. 
220-205; t. 43, p. 1). donde se dice: «Hujusmodi novae parochiae erectionem aegre tulerunt 
Archipresbyter Terrae Ariani, nec non Comes Cajetanus Gilioli, et populum Seravallis, qlli 
omnes de iUillS nIlUitate conqlleSti sllnt, super qlla modo praesens controversia instÍlllit,," (t. 
42, p. 200; el subrayado es nuestro). Cfr. también la causa parroquial de 22.xrr.1860 citada 
por E. SUAREZ, De remotione parochorwn, Romae-Neapolis 1949, pp. 222-224, en la que se 
tiene por legítimamente interpuesta la apelación del pueblo. Otras causas, citadas por 
P. MONETA, O.c., pp. 68-69. 
30. Dicho sea de paso, no deja de parecer inadecuado que el Tribunal siente una jurispru-
dencia tan relevante como la que nos ocupa argumentando en términos hipotéticos: ya ha ne-
gado en el n. 6 la capacidad procesal, tras de lo cual debería haber decretado la inadmisión del 
recurso sin entrar al fondo; sin embargo continúa su argumentación con un «supposita per 
hypothesim capacitate processuali in recurrentibus ... ,.. No se entiende bien la necesidad de 
esa continuación hipotética, que además corre el tremendo albur de sentar doctrina en sede 
procesal sin las garantías argumentales y probatorias del contradictorio, que no se llega a en-
tablar sobre el fondo por haberse rechazado el recurso a limine. Recientemente ha expresado 
también una valoración negativa a este respecto 1. LLOBELL, Il «petitllm» e la «callsa 
petendi» nel contenzioso-amministrativo canonico. Profúi sostanziali ricostrllttivi alZa l!lee 
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tiene también legitimación activa. Para negarla alega el c. 1222 § 2; pero 
todo ese canon -pese a que el Decreto asegura que en toda esa argumen-
tación no está entrando al fondo del asunto- se refiere directamente a la 
cuestión de fondo, o sea, a los requisitos para que el obispo pueda des-
tinar legítimamente una iglesia a un uso profano no sórdido. Nos extraña 
que la Sectio ALtera no empiece por aludir al § 1, que se refiere a razones 
materiales, mientras que el § 2 se refiere a otras causas graves3!; en efecto, 
en la species lacti del recurso se dice que la decisión fue adoptada por 
causas de naturaleza pastoral y económica. 
Nada más nos dicen los jueces de los motivos que tuvo el Obispo 
para actuar como lo hizo, y sin embargo está claro que es el punto más 
importante, después de dejar sentado que los recurrentes tenían capacidad 
para recurrir. 
Como el Tribunal aplica al caso el § 2, veamos qué requisitos hay 
para la dedicación de la Iglesia a un uso profano no sórdido: 
a) Que haya otra causa grave para que no se utilice para el culto 
divino. A este propósito Manzanares comenta: «v.gr., en zonas del centro 
histórico de las ciudades, abundantes en iglesias pero despobladas de 
vecinos y sin sacerdotes suficientes para mantenerlas abiertas»32. Desco-
nocemos la situación y demás circunstancias de aquella parroquia, pero de 
todas formas podemos hacer un comentarlo de esas palabras. No tenemos 
noticia de casos en los que se derribe una iglesia parroquial en un centro 
histórico; y tal medida sería menos razonable si hay un grupo de vecinos 
dispuestos a defenderla y a acudir a ella. Incluso en el caso de falta de 
sacerdotes podría conservarse la iglesia aunque sea cerrada o encomen-
dada su custodia a fieles laicos. 
En estas cuestiones rige un principio que tiene su fundamento en el 
Decálogo: «Deben conservarse con el máximo empeño posible los lugares 
sagrados». Este principio se apoya en la importancia del culto divino, la 
piedad y la religión, que son su fmalidad (ce. 1210, 1214, etc.). Por todo 
esto se ponen muchos impedimentos para derribar una iglesia. 
della Costo Ap. «Pastor bon/U», en La gillstizia amministrativa neUa Chiesa, cit., pp. 
118-119. 
31. Sobre este tema vid. J.T. MARTIN OH AGAR, Código de Derecho Canónico, EUNSA, 
comento al C. 1222; J. MANZANAR.ES, Código de Derecho Canónico, BAC, comento al 
C. 1222. 
32. J. MANZANARES, ibidem. 
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b) Oir el consejo presbiteral. De este tema no se habla en absoluto en 
el Decreto comentado. No sabemos si fue un olvido o se hizo a sabiendas. 
En todo caso, el dictamen es preceptivo (c. 127 § 1). 
c) Obtener el consentimiento de quienes legitimamente mantengan 
derechos sobre la iglesia. El Tribunal da por sentado que en este caso 
nadie tiene derechos. Sin embargo, a la vista de los argumentos aducidos, 
pensamos que eso no puede sostenerse, sino que hay auténticos derechos 
que respetar. 
d) Con tal de que por eso no sufra ningún detrimento el bien de las 
almas. Este es un tema de suma importancia, «la ley suprema en la 
Iglesia» (c. 1752). Nos faltan elementos de juicio en este caso concreto 
para opinar acerca de la oportunidad o conveniencia de derribar la iglesia, 
y de los efectos espirituales que de ello puedan seguirse. Pero el recurso 
jerárquico, del que estamos tratando desde el principio, es la revisión del 
acto de un Pastor por otro u otros Pastores. No basta decir que rem 
prudentiae ac conscientiae eiusdem Archiepiscopi reliquit (n. 1). El 
Dicasterio debió juzgar según la conciencia de sus miembros, y tener en 
cuenta el bien de las almas. 
Por otra parte, no hay que olvidar que el supuesto considerado in-
cluye un contrato de enajenación de bienes eclesiásticos, por lo que ade-
más de las normas específicas para la destinación de una Iglesia a uso pro-
fano no sórdido (aceptando que bajo ese concepto se incluya también la 
demolición de una iglesia y la venta del solar), son también de aplicación, 
y más directamente, las normas relativas a este tipo de contratos. Por ello 
resulta sorprendente que en ningún momento se haga alusión a los requi-
sitos específicos que establece el derecho para estas operaciones; concre-
tamente -suponiendo que el precio de la operación no hiciera necesaria la 
licencia de la Santa Sede (cc. 1291-1292)-, a los enumerados en los cc. 
1292 § 1 (ad validitatem) y 1293 (ad liceitatem). Para la validez, en caso 
de que fuera competente el Obispo sin necesidad de licencia, se exige el 
consentimiento del consejo de asuntos económicos, del colegio de consul-
tores y de los interesados: ¿son interesados los fieles en este caso? Ade-
más se requiere para la licitud causa justa y que se lleve a cabo una tasa-
ción pericial por escrito. En el supuesto de que estas solemnidades no se 
hubieran respetado, ¿habría alguien legitimado para recurrir ese contrato? 
Quizá el decreto hubiera debido llevar hasta el final su hipótesis de 
trabajo, enunciando al menos estas otras posibilidades de legitimación. 
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Dicho sea todo esto sin entablar un proceso a las intenciones, 
pensando que se hizo con la mejor voluntad posible y formulando estas 
observaciones en términos argumentales, con el máximo respeto a la 
Autoridad. 
